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El artículo 26 constitucional establece que “El Estado organizará un sistema de 
planeación democrática del desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, 
competitividad, permanencia y equidad al crecimiento de la economía para la inde-
pendencia y la democratización política, social y cultural de la nación”. La Ley de 
Planeación indica que habrá un Plan Nacional de Desarrollo (PND) que, al inicio 
de cada periodo presidencial, establezca las grandes líneas de acción del Ejecutivo. 
Dicho plan, a su vez, se detalla en programas sectoriales, institucionales, regiona-
les y especiales. En cada entidad federativa y en los municipios, esta secuencia se 
replica en planes estatales y municipales de desarrollo que definen las prioridades 
de la administración y establecen objetivos y líneas de acción. 

En México, cada seis años, se repite la liturgia de la planeación: se organizan 
foros, consultas públicas (y recientemente también por internet y hasta por dispo-
sitivos móviles) y se reciben las opiniones de políticos, funcionarios, especialistas y 
ciudadanos en general para construir lo que pretende ser un documento que, a un 
tiempo, refleje la suma de voluntades individuales, que articule un proyecto de país 
y que sirva como instrumento de gestión administrativa. Pero a nadie escapa que la 
lógica del Sistema Nacional de Planeación Democrática corresponde a un país dis-
tinto del México del siglo XXI: el pluralismo político nos deja claro que no hay con-
sensos nacionales que aseguren prioridades compartidas; la competencia política y 
la división de poderes nos garantiza que la sola voluntad presidencial no basta para 
asegurar la articulación de las normas, los presupuestos y los aparatos administrati-
vos necesarios para cumplir con los objetivos del plan; y la reactivación del federa-
lismo nos muestra que cada objetivo y línea de acción deberá ser negociado, proce-
sado y coordinado con actores políticos y burocráticos sobre los cuales el Ejecutivo 
federal no tiene línea de mando. 

Pese a ello, las burocracias operan como si la planeación fuera, efectiva-
mente, el punto de partida de toda acción de gobierno: todo peso del presupuesto 
público se supone anclado a un objetivo del PND, cada programa de gobierno  
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se pretende orientado a la consecución, así sea parcial, de un objetivo del PND, y, 
buena parte de los mecanismos de control interno, evaluación y fiscalización, inten-
tan averiguar la forma en que los programas, las agencias y los funcionarios públi-
cos han contribuido a los objetivos sectoriales y a las líneas de acción del PND. Y 
de ahí se desprenden dos problemas. En primer lugar, que ni la Ley de Planeación ni 
el PND generan, en realidad, compromisos exigibles: si bien sirven para orientar las 
decisiones de los funcionarios, es imposible para un ciudadano reclamar su cumpli-
miento (además de que siempre habrá varias razones por las cuales un objetivo no 
pudo ser cumplido). En segundo lugar, y éste es el tema central de este documento, 
que la planeación sin la rendición de cuentas es inevitablemente, incompleta: dado 
que los planes (el PND, los programas sectoriales o los programas operativos anua-
les) no definen compromisos concretos, con responsables inequívocos y resultados 
esperables y medibles, es difícil  -cuando no imposible- monitorear, evaluar, contro-
lar y auditar su cumplimento, tomar decisiones para mejorar el desempeño, y san-
cionar o corregir lo que no se apegue a lo planeado. 

Así, la planeación no sólo debe ser un insumo para la operación usual del 
gobierno, sino un componente central —si está bien hecha— para la rendición de 
cuentas. En efecto, la rendición de cuentas no puede desprenderse de la planeación. 
Como se ha repetido en los trabajos de la Red por la Rendición de Cuentas (RRC), no 
se trata sólo de un ejercicio desconectado de la actividad gubernamental ni concen-
trado sólo en lo adjetivo: que alguien no robe dinero, o que no haya disfunciones. Se 
trata del cumplimiento de los propósitos de política pública definidos en el proceso 
democrático. Y el espacio en el que se materializan esos propósitos son los planes del 
gobierno en su conjunto y los programas y agencias gubernamentales. 
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Después de la Revolución, la mayoría de los presidentes mexicanos, una vez en el 
poder, solían reformar el aparato burocrático de forma que éste fuera compatible 
con sus programas (Pardo, 1992: 148). En 1976, durante el gobierno de José López 
Portillo, la modificación del aparato burocrático resultó en una reestructuración de 
mayor envergadura: una reforma administrativa.  Esta reforma era la respuesta que 
el nuevo gobierno quería dar a la ineficacia de tres secretarías creadas para ejercer 
funciones de control y para llevar a cabo una planeación central efectiva: la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), la Secretaría de la Presidencia (Spre) y 
la Secretaría de Patrimonio Nacional (SEPANAL) (Torres, 1999: 70). 

La reforma consistió, principalmente, en dotar a la secretaría encargada del 
gasto de las facultades para llevar a cabo la planeación del “desarrollo” de México, 
creando para ello un plan nacional del que debían desprenderse los programas sec-
toriales del país, y sus objetivos. Para darle un sustento legal a estas modificaciones, 
se creó un nuevo entramado legal conformado por la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal (LOAPF) y otros instrumentos normativos. Con la promulgación 
de la LOAPF se extinguió la Spre y se creó la Secretaría de Planeación y Presupuesto 
(SPP), encargada del gasto público y de la planeación nacional, reduciendo las funcio-
nes de la SHCP únicamente a la recaudación de impuestos y a la obtención de crédi-
tos (Torres, 1999: 71). Posteriormente, en 1983 se añadió a la Constitución la función 
de planeación (DOF, 5 de enero de 1983) y se emitió la ley reglamentaria. 

Esta lógica —que era armónica con un gobierno que tomaba decisiones en un 
país con pluralidad política limitada, sin competencia electoral real, sin contrapesos en 
los poderes legislativo y judicial, con control sobre los gobiernos estatales— respondía a 
una realidad distinta a la presente. Vivimos en un país plural, en el que compiten visio-
nes de futuro, ideologías y preferencias políticas. El PND se presenta como un consenso, 
que no existe en la realidad. Éste no es un problema de Plan, sino con la forma en que 
el Sistema Nacional de Planeación Democrática está diseñado. El Plan sirve para mos-
trar la agenda del gobierno, pero no se le puede pedir que condense la voluntad general.
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“...La reforma consis-
tió, principalmente, en dotar a la 
secretaría encargada del gasto de 
las facultades para llevar a cabo 
la planeación del “desarrollo” de 
México, creando para ello un plan 
nacional del que debían despren-
derse los programas sectoriales 
del país, y sus objetivos.”
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En 2008, el texto constitucional fue reformado para establecer que el obje-
tivo central del sistema presupuestal basado en resultados es evaluar el desempeño 
y garantizar que la información resultante sea un insumo en la planeación de las 
acciones del Estado. Con esto, el sistema presupuestal se vuelve incompatible con 
la función de planeación, pues las dependencias están obligadas por esta ley a ela-
borar programas que se desprendan y coincidan con los ejes rectores del PND y, 
al mismo tiempo, a crear programas anuales que sirvan de base para integrar los 
anteproyectos de presupuesto anuales. Esto resulta especialmente problemático 
en el contexto actual del país, en donde el poder legislativo constituye ya un contra-
peso efectivo al ejecutivo, por lo que no hay garantía –ni puede haberla—de que la 
Cámara de Diputados tomará en consideración las disposiciones del plan nacional 
al momento de ejercer su facultad de aprobar el Presupuesto de Egresos (López 
Ayllón y Fierro, 2010: 500).

En adición a la incompatibilidad que en el ámbito legal implica la idea de 
una planeación nacional atada a una administración basada en la gestión por resul-
tados, el contexto político por el que atraviesa el país tampoco la favorece. En el 
marco de una sociedad en continua transformación, las acciones que se despren-
den del PND pronto pierden vigencia. Todavía más, un único proyecto de nación 
que pretende dar coherencia y rumbo a los quehaceres del Estado requiere, para ser 
efectivo, un control gubernamental autoritario, en una economía estable y cerrada 
(Aguilar, 1996: 26). 

Como resultado, no sólo contamos con un sistema de planeación que, para 
funcionar, requiere restringir las funciones del legislativo, sino que también simula 
coherencia y consenso. Simula coherencia, porque es falso que cada peso público 
y acto administrativo se derive del PND; simula consenso, porque en una sociedad 
democrática y plural, el contenido del plan difícilmente será reflejo de un acuerdo 
nacional sobre la jerarquía de valores y la elección de los instrumentos del gobierno. 
Las implicaciones de la falta de coherencia son especialmente desfavorables: el plan 
encargado de dar rumbo a las políticas públicas del país está desconectado de las 
acciones gubernamentales que efectivamente se llevan a cabo y, en consecuencia, 
el PND no está vinculado a una lógica de rendición de cuentas. Esto quiere decir 
que los ciudadanos no pueden pedirle cuentas al gobierno acerca de si el dinero se 
gastó de conformidad con las prioridades de desarrollo planteadas en el plan.  

Está claro que la vocación del PND no es la de rendir cuentas ni mucho 
menos la de gestionar. El PND es un instrumento político que busca plantear las 
prioridades del gobierno federal, la agenda de gobierno. ¿Cómo asegurar, entonces, 
coherencia entre la acción gubernamental y los problemas públicos que aquejan  
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al país? Ciertamente, no se trata de dejar de planear, sino de transitar de lo que Luis 
F. Aguilar llamó un “gobierno por planes” en la lógica de un sistema nacional de 
planeación (programas sectoriales, institucionales y programas operativos anuales) 
a una planeación basada en políticas públicas. Se trata de diseñar políticas públi-
cas a partir de diagnósticos claros, basados en evidencia, con objetivos y respon-
sables concretos, con metas medibles y exigibles. Ese diseño será el núcleo de la 
planeación (¿qué se hará para implementar esa política pública?), la presupues-
tación (¿con qué recursos se financiará la política?), la evaluación (¿qué resulta-
dos alcanzó?) y la rendición de cuentas (¿quién es responsable de esos resultados? 
¿esos resultados se alcanzaron conforme a los criterios establecidos?). 

“...no sólo contamos con 
un sistema de planeación que, 
para funcionar, requiere restrin-
gir las funciones del legislativo, 
sino que también simula cohe-
rencia y consenso. Simula cohe-
rencia, porque es falso que cada 
peso público y acto administra-
tivo se derive del PND; simula 
consenso, porque en una socie-
dad democrática y plural, el con-
tenido del plan difícilmente será 
reflejo de un acuerdo nacional 
sobre la jerarquía de valores y la 
elección de los instrumentos del 
gobierno.”
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El sistema de planeación democrática alimenta la idea de que, efectivamente, es 
posible una planeación integral para el desarrollo de un país. Sin embargo, tal como 
lo advierte Wildavsky, la planeación requiere de conocimiento causal para ser efec-
tiva, pero los planeadores no cuentan con tal conocimiento ni con el poder para 
adquirirlo (1987: 120).  La planeación fracasa no porque ésta o los planeadores sean 
malos, sino por las características inherentes a la misma: asume estabilidad, asume 
un único punto de decisión y asume racionalidad. 

La planeación, sin embargo, está inscrita en la noción de un mundo que 
se mantiene quieto, a la expectativa de un plan que se ajuste perfectamente a su 
molde para entonces implementarlo. Lo cierto es que las prioridades de hoy segui-
rán siendo vigentes durante el resto del sexenio sólo en la medida en que una crisis 
económica o una nueva emergencia sanitaria así lo permitan. No es posible esperar 
que las estrategias actuales sean siquiera relevantes el día de mañana. En efecto, la 
planeación es un proceso dinámico, las estrategias se diseñan no como resultado de 
un plan, sino para encarar amenazas externas o para aprovechar una oportunidad. 
En palabras de Mintzberg, “el proceso de desarrollo de estrategias normalmente 
surge porque el mundo no se mantiene quieto” (1994: 239, traducción propia). La 
planeación ocurre en un mundo de incertidumbre, que impide tener certeza sobre 
las capacidades reales de los actores que ejecutarán los planes, sobre las condicio-
nes futuras del entorno y sobre la continua deseabilidad de los objetivos y factibil-
diad de los medios (Hamel y Prahalad, 1989). 

Por otra parte, los múltiples puntos de decisión por los que cada objetivo del 
PND tiene que pasar para ser concretado, son una amenaza para que el plan siga su 
curso, como nos deja claro la literatura sobre implementación (Pressman y Wilda-
vsky, 1973). La implementación de cada componente del PND no es responsabilidad 
exclusiva del Ejecutivo, sino de un complejo y amplio grupo de actores, de forma 
que, del plan a la materialización de cada componente, existe un largo camino en 
el que los acuerdos obtenidos en el legislativo podrán perecer, los partidos políticos 
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romper alianzas y los recursos asignados ser modificados. Desde luego, es en el pro-
ceso de implementación donde todo lo inesperado puede suceder, donde, tal como 
lo advierte Merilee Grindle (2009), lo único certero es que nada va a salir como se 
planeó. Esta “brecha de la implementación” se acentúa cuando, en aras de apro-
vechar las ventajas comparativas de cada miembro de una dependencia, los altos 
mandos se enfocan en planear, y los operadores, en implementar el plan. En la prác-
tica, esta desconexión aliena a los planeadores de los problemas hasta el punto en 
el que la planeación se convierte en un fin en sí mismo (Mintzberg, 1994: 254-294). 

Finalmente, el PND parte del supuesto de que planear es una acción racio-
nal y, por ende, deseable. Uno de los supuestos fundamentales de la planeación 
tiene que ver con la creencia de que la razón puede ser utilizada para controlar los 
comportamientos futuros y el éxito de una organización (Boyne, 2001: 75). Y es 
que, efectivamente, parece racional establecer objetivos y elegir las estrategias más 
adecuadas para alcanzarlos. Desde el punto de vista racional, las estrategias “más 
adecuadas” son aquéllas con las cuales puede alcanzarse el objetivo, con el menor 
esfuerzo. El problema consiste en que, al pensar en la planeación como una acción 
racional, se está dando por sentado que existe un consenso sobre las metas que se 
buscan alcanzar. Es decir, se cuestionan los medios y no los fines. El sistema de pla-
neación mexicano ciertamente asume que el consenso sobre los objetivos priorita-
rios es, cuando menos, algo sencillo de conseguir. De hecho el texto constitucional 
establece que el PND debe “recoger las aspiraciones y demandas de la sociedad 
para incorporarlas al plan y los programas de desarrollo” (artículo 26). 

Sin embargo, ya desde la década de 1980 Luis F. Aguilar advertía que esta 
idea de la planeación democrática tiene mucho de planeación y poco de democrá-
tico. Ciertamente, los medios para “recoger” la voluntad de la sociedad han evolu-
cionado desde entonces, pero eso no significa que con ello se haya democratizado 
el contenido del plan. El problema no son los medios que se utilicen para conocer 
la voluntad de la mayoría, sino la idea misma de pretender que un plan nacional es 
capaz de reflejar dicha voluntad en una sociedad plural y compleja. De ahí que Wil-
davsky argumente que “la propia unidad nacional a la que el plan supuestamente 
contribuye resulta ser uno de sus mayores supuestos” (1973: 143, traducción propia).

“...la planeación es un 
proceso dinámico, las estrategias 
se diseñan no como resultado de 
un plan, sino para encarar ame-
nazas externas o para aprovechar 
una oportunidad. En palabras de 
Mintzberg, “el proceso de desa-
rrollo de estrategias normalmente 
surge porque el mundo no se 
mantiene quieto” (1994: 239, tra-
ducción propia). ”
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Las características señaladas sobre el sistema de planeación mexicano no impli-
can que la planeación, en sí misma, sea una herramienta deficiente o poco útil para 
mejorar el desempeño de las organizaciones. De hecho, la evidencia apunta a que la 
planeación tiene un efecto positivo en el desempeño de las organizaciones (Boyne, 
2001). Y es que la planeación bien hecha es, a un tiempo, un instrumento de control 
de la discrecionalidad de las personas dentro de las organizaciones y uno que favo-
rece la rendición de cuentas. La planeación obliga a los tomadores de decisiones a 
tener claridad sobre los objetivos que perseguirán, sobre los responsables de alcan-
zarlos y sobre la asignación de recursos que se deberá llevar a cabo en consecuen-
cia (Boyne, 2001: 76). Al identificar las actividades y responsabilidades dentro de 
cada organización, la discrecionalidad de los funcionarios queda acotada, pues las 
acciones, si bien nunca serán completamente acotadas (ni es deseable que lo sean) 
sí tienen que estar articuladas con los objetivos explícitos de cada organización. Y, 
al hacerlo, la rendición de cuentas también se facilita, pues las responsabilidades 
estarían claramente asignadas y los responsables inequívocamente identificados.  

Pero esta relación no es automática. Hasta ahora, los estudios empíricos 
que se han  llevado a cabo han analizado sólo algunas de las dimensiones1  de la 
planeación, por lo que es imposible identificar las determinantes de una planeación 
efectiva. En palabras de Boyne “no está claro por qué o cómo es que funciona la pla-
neación” (2001: 83, traducción propia). Aún así, Boyne argumenta que la planeación, 
cuando es obligatoria, es menos eficaz que cuando es producto de una decisión 
propia de la organización (2001: 83). Sabemos también, como ha mostrado Mintz-
berg (1994), que la planeación no es un momento sino un proceso: no se puede 
suponer que hay un punto único en el tiempo en el que se definen todos los obje-
tivos y estrategias y que, después, sólo se trata de implementar lo ya decidido. Por 
eso, no puede separarse la planeación (y la consecuente identificación de objetivos 
y estrategias) de su gestión (la ejecución y adecuación de las estrategias y el cum-
plimiento de los objetivos). Como explican Barzelay y Campbell: “los actores deben 

Planeación y rendición de cuentas

III. Hacia la planeación como instrumento para la rendición 
de cuentas 

1. A partir de una exhaustiva revisión de litera-
tura, Boyne (2001) identificó ocho dimensio-
nes de la planeación que inciden en un mejor 
desempeño de la organización: formalidad, 
completitud, intensidad, calidad, integralidad, 
compromiso con su cumplimiento, implemen-
tación y flexibilidad. 
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mapear los pasos cruciales del propósito estratégico a la implementación” y deben 
existir los mecanismos de retroalimentación que permitan que la dirección de cada 
política pública se ajuste cuando los objetivos se modifiquen (2003: 238). 

La primera implicación, por tanto, es que el ejercicio de planeación no 
puede ser un momento al inicio de los gobiernos, sino un proceso continuo durante 
toda la gestión. La segunda es que la planeación no puede desconectarse del diseño 
de las políticas públicas, de la gestión de las organización (gestión de personal y de 
estructuras, de la información y de los recursos), del proceso presupuestario y de 
la rendición de cuentas. Esto supone entender, como nos han explicado Lindblom 
y Braybrooke (1963), que la selección de los grandes objetivos no es un decisión 
desvinculada de la selección de los instrumentos. Cuando, en un proceso aislado, 
se planean los objetivos y las estrategias y, en otro, se definen los instrumentos (los 
responsables, los recursos, las organizaciones) para su ejecución, la planeación no 
informa los procesos de toma de decisión cotidianas en las organizaciones públicas, 
los ejecutores no se sienten vinculados a los objetivos generales de la planeación y 
la rendición de cuentas se dificulta. 

En buena medida, eso es lo que ha provocado que los planes nacionales y 
los programas sectoriales, más que ser un instrumento de planeación que incide de 
forma cotidiana en la toma de decisiones, sirvan para un posicionamiento político 
que poco aporta a mejorar la gestión de la administración pública. No se trata de 
desaparecer estos planes y programas, sino de articularlos a la planeación cotidiana, 
con las decisiones de presupuesto, personal, información y rendición de cuentas.

Un proceso de planeación bien articulado supondría, entonces, que, con 
base en las líneas estratégicas generales definidas en el plan nacional y los progra-
mas sectoriales, la elaboración de los Programas Operativos Anuales (POA) y la 
programación presupuestal de cada año, se integren las decisiones sobre recur-
sos humanos, financieros y organizacionales. Es decir, mientras que en los planes 
nacionales y sectoriales se enuncian los grandes objetivos del desarrollo nacional, 
en los instrumentos de planeación sobre el ejercicio cotidiano se deberá partir del 
resultado que se espera de ellos para entonces asignar los recursos necesarios para 
lograrlos. Se trata de un sistema compuesto de dos tipos de instrumentos de pla-
neación, a decir, los generales y los específicos. El objetivo es que en los instrumen-
tos de planeación más generales se establezcan los grandes objetivos del desarrollo 
del país y que, al mismo tiempo, en los instrumentos de planeación más especí-
ficos, se establezcan los resultados que se esperan de cada política, y se especifi-
quen los recursos humanos, organizacionales y presupuestarios para alcanzarlos. 
De esta forma, los instrumentos de planeación generales servirán para dar rumbo a 
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las acciones gubernamentales, mientras que los instrumentos de planeación espe-
cíficos permitirán una mejor rendición de cuentas. Pero para ello, los instrumentos 
de planeación de corto plazo deberán integrarse a partir de una valoración de los 
resultados esperados de cada programa, a partir de los recursos humanos, financie-
ros y organizacionales que les fueron otorgados. 

La idea es simple: se trata de que la decisión de autorizar nuevas plazas, mayo-
res recursos o una reestructura organizacional sea el resultado del desempeño de 
cada programa. Es decir, se busca que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
(SHCP), la Secretaría de la Función Pública (SFP) o el propio Congreso, antes de deci-
dir los recursos que le serán asignados a un programa gubernamental, valoren si dicho 
programa logró sus objetivos en el año previo, con los recursos que le fueron otor-
gados para este fin. Pero para que cualquiera de estos órganos tengan los elemen-
tos para poder llevar a cabo dicha valoración, se precisa que existan objetivos claros 
y responsables inequívocos de su cumplimiento. En otras palabras, significa que las 
dependencias deben rendir cuentas antes de que les asignen recursos (ver figura 1). 
Sólo así será justo exigir determinados resultados, y sólo al contar con responsables y 
logros específicos claramente definidos para cada política, será posible evaluar y exi-
gir dichos resultados. El argumento parece obvio: es necesario saber qué queremos 
lograr para asignar los recursos necesarios para conseguirlo y, al mismo tiempo, es 
necesario saber quién será responsable de lograrlo para poder exigirle cuentas al res-
pecto. Por trivial que esto parezca, este escenario está lejos de la realidad.

Figura 1. Sistema de planeación articulado. Fuente: Elaboración propia.
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Aunque el sistema de planeación mexicano cuenta con los dos tipos de ins-
trumentos de planeación antes mencionados, ambos presentan importantes áreas de 
mejora. En lo que respecta a los instrumentos de planeación generales, buena parte 
de los Planes Nacionales de Desarrollo y de los programas sectoriales se llevan a cabo 
sin partir de un diagnóstico real de los problemas públicos que aquejan al país.2 En 
cuanto a los instrumentos de planeación específicos, su principal debilidad es que 
cada uno de ellos opera bajo lógicas distintas. Las evaluaciones de los programas sir-
ven para valorar sus resultados, pero desde el punto de vista de su coherencia interna, 
de sus aspectos de diseño y de la causalidad y pertinencia de su intervención. Los 
POA, aunque son el vínculo más directo entre los recursos que se le otorgan a cada 
programa y las estrategias que éstos emprenden para obtener los resultados espera-
dos, únicamente detallan la asignación de recursos que se destinan a un programa 
público de manera superficial, pues esta asignación no dice nada acerca de los res-
ponsables del ejercicio de cada rubro del gasto, ni de los resultados que pueden ser 
exigibles a partir del mismo. En otras palabras, no sirve para rendir cuentas: no sirve 
para dar a conocer a quién le fue asignada una cantidad específica de recursos, las 
personas responsables de ejercerlos ni los resultados intermedios o finales que se 
obtuvieron a partir de su ejercicio. 

Y es que, en el sistema de planeación actual, la asignación presupuestal está 
totalmente desvinculada de los resultados de las políticas públicas. En buena medida, 
esto tiene que ver con los instrumentos de rendición de cuentas, así como la forma 
en la que se conciben los fines del propio sistema de planeación. Esto es, los instru-
mentos de rendición de cuentas se han centrado en lo adjetivo y no en lo sustantivo 
(Merino, López Ayllón y Cejudo, 2009). Las discusiones sobre el presupuesto que 
anualmente se llevan a cabo en la Cámara de Diputados están encaminadas a cono-
cer cuánto se gasta y no cómo se gasta. En consecuencia, los controles del gasto están 
enfocados en las cuestiones relacionadas con los montos y no con el contenido sus-
tantivo y los resultados esperados del gasto. Es decir, actualmente un presupuesto 
que logró su objetivo fue aquél que fue gastado “en tiempo y forma”. Pero este tipo 
de control poco aporta a mejorar la gestión pública o a mejorar el desempeño de los 
programas. El control por lo adjetivo constituye únicamente un control de los requisi-
tos mínimos que debe cubrir una dependencia. En realidad, es el control por los resul-
tados, por el valor público que se genera en cada oficina de gobierno, lo que puede 
vincular la asignación presupuestal con los resultados de los programas gubernamen-
tales. En otras palabras, es la rendición de cuentas, bien entendida, la que tendría que 
servir como elemento articulador en el sistema de planeación. 

2. En buena medida, esto es producto de los 
vacíos de información que existen con res-
pecto a muchos sectores. En cualquier caso, lo 
importante es que estos vacíos de información 
impiden determinar en dónde estamos, y si las 
estrategias implementadas en administracio-
nes anteriores han sido efectivas. Esto resulta 
problemático por dos razones. En primer lu-
gar, uno de los elementos fundamentales del 
sistema nacional de planeación de nuestro 
país comienza con el PND. Como se estable-
ció previamente, este instrumento sirve para 
enunciar los grandes objetivos hacia los cuales 
estarán orientadas las acciones del Estado. En 
términos prácticos, esto quiere decir que cada 
seis años, toda la maquinaria de la APF se pone 
en operación para implementar una serie de lí-
neas de acción que no necesariamente están 
articuladas con las competencias, los recursos 
humanos y financieros ni con las responsabili-
dades de los funcionarios públicos a cargo de 
ellas. En segundo lugar, estas líneas de acción 
se traducen, casi de manera automática, en las 
estrategias que dan forma a los programas sec-
toriales. Esto significa que, aunque los progra-
mas sectoriales pretendan partir de un diag-
nóstico más detallado del sector, la orientación 
de las estrategias que se implementarán para 
atender los problemas públicos identificados 
en este diagnóstico, ya ha sido definida ex ante. 
Aún así, las líneas de acción de los planes sec-
toriales terminan siendo muy amplias, es decir, 
no presentan una definición clara de qué se 
planea hacer. Esto suele suceder debido a que 
las propias direcciones de planeación de las 
dependencias no tienen clara esta información 
y, en consecuencia, los programas son imple-
mentados con base en una decisión desvincu-
lada de los procesos cotidianos de ejercicio del 
gobierno. O peor aún, terminan operando por 
inercia, a partir de una decisión de política que 
no fue tomada de forma explícita ni basada en 
un análisis de las responsabilidades, recursos y 
prioridades de las oficinas públicas.
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En suma, el sistema de planeación actual no se ha traducido en una ges-
tión eficiente, ni eficaz, del gobierno mexicano. Las legislación vigente ha ubicado 
a la planeación como un fin en sí mismo, en lugar de ser concebida como un medio 
para lograr una gestión pública de calidad. La decisión sobre el número de recur-
sos humanos, financieros y organizacionales que se destinarán a cada dependen-
cia idealmente debe estar en función de la eficacia de los instrumentos de política 
con los que cuenta cada dependencia para alcanzar los grandes objetivos de los 
planes. Sólo así es posible vincular el sistema de planeación con el de evaluación 
y presupuestación. Es por ello que la rendición de cuentas constituye el elemento 
integrador de estos diferentes sistemas, pues es por la rendición de cuentas que 
estos toman sentido. Si no es para rendir cuentas y mejorar la gestión, la planeación, 
la evaluación y la presupuestación terminan reduciéndose a procesos burocráticos 
que se agotan en sí mismos.
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En el papel, la lógica de planeación permea todas las rutinas de las admi-
nistraciones públicas mexicanas. Una revisión de la forma en que se motivan las 
decisiones o se justifica el uso de recursos indicaría que cada acto de autoridad y 
cada peso del presupuesto público está anclado en una decisión plasmada en el 
Plan Nacional de Desarrollo (o su equivalente estatal o municipal). Cada vez que 
el Ejecutivo envía su proyecto de presupuesto, cada vez que una evaluación valora 
el desempeño de un programa presupuestario, cada vez que se autoriza una plaza 
administrativa o se realiza una auditoría al desempeño de una dependencia, se hace 
alusión a los objetivos y estrategias de los planes de desarrollo. 

En la práctica, la planeación está desconectada de los procesos sustanti-
vos: la lógica de planeación coexiste (pero no se articula) con la lógica de presu-
puestación, la lógica de definición de estructuras y plazas, la lógica de evaluación, la 
lógica de control interno y fiscalización y, desde luego, la lógica de decisiones polí-
ticas. Existe un proceso de planeación cotidiano (la definición de planes operativos 
anuales, la presupuestación anual, la definición de indicadores y metas anuales) que 
no necesariamente está conectado con la planeación nacional sino que responde 
a la agenda inmediata, a las decisiones contingentes y a las prioridades coyuntura-
les. Es natural que en todo gobierno coexistan ambos procesos de planeación (el 
momento inicial y el proceso continuo), pero es fundamental que estén claramente 
vinculados. Y, si todo ello es para mejorar el desempeño de los gobierno, esa pla-
neación debe ser el insumo central para la rendición de cuentas: un funcionario, una 
oficina pública y un gobierno rinde cuentas de los recursos utilizados, de las deci-
siones tomadas y de los resultados alcanzados vis-à-vis lo planeado inicialmente. Por 
ello, la rendición de cuentas sólo tiene sentido cuando sirve efectivamente, a partir 
de una definición explícita —en el proceso de planeación— de responsables, recur-
sos utilizados y resultados esperados, para mejorar el desempeño de los gobiernos.

“...la planeación está des-
conectada de los procesos sus-
tantivos: la lógica de planeación 
coexiste (pero no se articula) con 
la lógica de presupuestación, la 
lógica de definición de estructu-
ras y plazas, la lógica de evalua-
ción, la lógica de control interno 
y fiscalización y, desde luego, la 
lógica de decisiones políticas. 
Existe un proceso de planeación 
cotidiano[...]que no necesaria-
mente está conectado con la pla-
neación nacional sino que res-
ponde a la agenda inmediata, a 
las decisiones contingentes y a las 
prioridades coyunturales.”

Planeación y rendición de cuentas

Conclusión
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	 La definición, en el Programa Transversal para un Gobierno Cercano y 
Moderno, de las estrategias para impulsar una planeación nacional basada en resul-
tados (2.1), vincular el Sistema de Evaluación del Desempeño con las asignaciones 
presupuestarias (2.2), fortalecer el proceso de seguimiento y evaluación del des-
empeño de la APF (2.3) orientar las estructuras orgánicas y ocupacionales hacia 
los objetivos estratégicos (3.1) y fortalecer la planeación y control de los recursos 
humanos, alineados a los objetivos y metas estratégicas institucionales (4.4), abre 
una ventana de oportunidad para comenzar a alinear los procesos de planeación, 
gestión y rendición de cuentas a partir de lo que la RRC ha llamado “paquetes eva-
luativos presupuestarios”. 
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